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Guadalajara, Jalisco, doce de noviembre de dos mil veintiséis.[footnoteRef:3] [3:  Todas las fechas mencionadas corresponden al año de dos mil veintiséis, salvo precisión en contrario.] 


El Pleno de la Sala Regional Guadalajara, en sesión pública de esta fecha, resuelve confirmar la sentencia del Tribunal Estatal Electoral de Nayarit dictada en el expediente del recurso de apelación local TEE-AP-14/2026. 

Palabras clave: procedimiento ordinario sancionador, promoción personalizada, incidencia en proceso electoral, elementos temporal y objetivo.

I. ANTECEDENTES

De lo narrado por el promovente y de las constancias que integran el expediente, se advierte lo siguiente:

1. Denuncia. El nueve de junio de dos mil veinticinco, el promovente presentó denuncia ante el Instituto Estatal Electoral de Nayarit[footnoteRef:4] contra Héctor Javier Santana García, en su calidad de Presidente Municipal de Bahía de Banderas, Nayarit, así como en contra del representante legal de Stereo Vida -Emisora del Grupo Radiorama-, por la probable infracción de promoción personalizada. [4:  En lo subsecuente IEEN o Instituto local.] 


2. Recepción de queja, diligencias preliminares y admisión (IEEN-DJ-POS-007/2025). El veintisiete de junio siguiente, se tuvo por recibida la denuncia ante la autoridad administrativa electoral local bajo el expediente IEEN-DJ-POS-007/2025 y ordenó la práctica de diligencias de investigación de los hechos denunciados.

La referida queja fue admitida el veintiséis de agosto posterior en la vía del procedimiento ordinario sancionador.

3. Resolución del procedimiento ordinario sancionador. El nueve de marzo, el Consejo Local Electoral del IEEN, emitió el acuerdo IEEN-CLE-030/2026, por el que resolvió el procedimiento ordinario sancionador IEEN-DJ-POS-007/2025, declarando existente la infracción por lo que ve al denunciado Héctor Javier Santana García, en calidad de Presidente Municipal de Bahía de Banderas, Nayarit e imponiéndole una sanción consistente en multa[footnoteRef:5]; asimismo, se declaró inexistente la infracción por lo que ve al representante legal de Stereo Vida -Emisora del Grupo Radiorama-. [5:  Equivalente a 100 UMA vigente al año 2025, ascendiendo a la cantidad de $11,314.00 (once mil trescientos catorce pesos 00/100 MN).] 


4. Recurso de apelación local. Contra la señalada resolución, el dieciocho de marzo, el denunciado infractor interpuso recurso de apelación ante el Tribunal local, mismo que fue radicado con la clave TEE-AP-14/2026.

5. Sentencia en el expediente TEE-AP-14/2026 (Acto impugnado). El trece de octubre, el tribunal local emitió sentencia en el recurso de apelación, determinando -por mayoría de votos- revocar lisa y llanamente la resolución del procedimiento ordinario sancionador IEEN-DJ-POS-007/2025, al considerar demostrada la violación al artículo 16, párrafo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos[footnoteRef:6], relativa a la indebida fundamentación y motivación de la resolución del IEEN, en cuanto a que no se demostraron los elementos objetivo y temporal de la infracción denunciada. [6:  En lo sucesivo Constitución Federal o CPEUM.] 


6. Juicio General. En contra de la señalada determinación, el veintiuno de octubre el ahora promovente presentó ante el Tribunal responsable la demanda del juicio que se resuelve.

7. Registro y turno. Recibidas las constancias respectivas, la Magistrada Presidenta Rebeca Barrera Amador ordenó registrar la demanda y conforme al sistema de turno aleatorio remitirla a la Ponencia a su cargo.

8. Sustanciación. En su oportunidad, la Magistrada Instructora radicó el juicio, admitió la demanda y cerró la instrucción en el medio de impugnación, quedando el asunto en estado de dictar sentencia.

R A Z O N E S    Y    F U N D A M E N T O S

PRIMERA. JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA. 

Esta Sala Regional Guadalajara del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación es competente para conocer y resolver el presente juicio, promovido por un ciudadano en el que controvierte la resolución emitida por el órgano jurisdiccional electoral de Nayarit, relacionada con una denuncia por posibles actos que podrían constituir promoción personalizada; supuesto y entidad federativa ubicada dentro del ámbito territorial correspondiente a la Primera Circunscripción Plurinominal Electoral, en la que esta Sala ejerce jurisdicción.

Lo anterior con fundamento en la normativa siguiente: 

· Constitución Federal: Artículos 41, párrafo tercero, base VI, 94, párrafo primero y 99, párrafos segundo y cuarto.
· Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación: Artículos 260, 263, fracción XII y 267, fracción XV.
· Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral[footnoteRef:7]: Artículos 3, 7, 8, 9, 12, 13, 17, 18, 19, 26, párrafo 3, 28 y 29. [7:  En adelante Ley de Medios.] 

· Reglamento Interno del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: Artículos 46, 52 fracciones I y IX, 56 en relación con el 44, fracciones I, II, IX y XV. 
· Acuerdo INE/CG130/2023 del Consejo General del Instituto Nacional Electoral, por el que se aprueba la demarcación territorial de las cinco circunscripciones electorales plurinominales federales en que se divide el país y la capital de la entidad federativa que será cabecera de cada una de ellas, a propuesta de la Junta General Ejecutiva.[footnoteRef:8] [8:  Aprobado en sesión extraordinaria del citado Consejo, celebrada el veintisiete de febrero de dos mil veintitrés, y publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintinueve de marzo siguiente.] 

· Acuerdo General 3/2020 de la Sala Superior de este Tribunal, por el que se implementa la firma electrónica certificada del Poder Judicial de la Federación en los acuerdos, resoluciones y sentencias que se dicten con motivo del trámite, turno, sustanciación y resolución de los medios de impugnación en materia electoral.
· Acuerdo General 2/2023 de la Sala Superior de este Tribunal, que regula las sesiones de las Salas del Tribunal y el uso de herramientas digitales. 
· Lineamientos Generales para la Identificación e Integración de Expedientes del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.[footnoteRef:9]  [9:  Aprobados por la Magistrada Presidenta de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación el veintiocho de agosto de dos mil veinticinco. Consultables en el siguiente enlace de internet https://www.te.gob.mx/JusticiaElectoralDigital/front/lineamientos/index/sup] 


SEGUNDA. PARTE TERCERA INTERESADA. 

En el juicio en que se actúa, comparece como parte tercera interesada Héctor Javier Santana García en su calidad de Presidente Municipal de Bahía de Banderas, Nayarit, quien se ostenta como parte denunciada en el procedimiento ordinario sancionador de origen y parte actora en el recurso de apelación local, a quien se le reconoce el carácter de conformidad con lo siguiente:
 
a) Forma. Su escrito fue presentado ante la autoridad responsable, en el que se hizo constar nombre y firma autógrafa del compareciente y se formularon las oposiciones a la pretensión de la parte actora mediante la exposición de diversos argumentos.

b) Oportunidad. Se colma este requisito, toda vez que el escrito fue presentado dentro del plazo de setenta y dos horas a que se refiere el artículo 17, párrafo 1, inciso b) y 4 de la Ley de Medios, pues como se desprende de la cédula de fijación en estrados y de la razón de retiro correspondientes, el escrito que se analiza fue presentado dentro del plazo legal otorgado para tal efecto, toda vez que, la publicitación se efectuó el 21 de octubre de 2026 a las 14:00 catorce horas[footnoteRef:10], y el retiro aconteció el siguiente 26 de octubre de 2026 a las 14:00 catorce horas[footnoteRef:11], mientras que el escrito de la parte tercera interesada se presentó el día 26 de octubre de la misma anualidad a las 09:59 nueve horas con cincuenta y nueve minutos[footnoteRef:12]. [10:  Foja 12 del expediente principal en que se actúa.]  [11:  Foja 13 del expediente principal en que se actúa.]  [12:  Foja 14 del expediente principal en que se actúa.] 


c) Legitimación e interés jurídico. El compareciente cuenta con legitimación e interés jurídico en la causa, derivado de la existencia de un derecho incompatible con la pretensión de la parte actora, ya que se trata de la parte denunciada en el procedimiento ordinario sancionador de origen y parte actora en el recurso de apelación local del que deriva la sentencia controvertida.
 
TERCERA. CAUSAL DE IMPROCEDENCIA.

En su escrito de comparecencia, la parte tercera interesada expone una causa, que, a su consideración, actualiza la improcedencia para conocer y resolver el juicio en que se actúa:

· Frivolidad de la demanda.

Señala que los agravios de la parte actora constituyen afirmaciones dogmáticas, abstractas y de carácter ilusorio, al no confrontar directamente los argumentos de la sentencia de mayoría del engrose de la responsable y que, en consecuencia, no existen planteamientos jurídicos mínimos orientados a desvirtuar el fallo reclamado, actualizándose la causal de frivolidad prevista en la Jurisprudencia 33/2002[footnoteRef:13] de este Tribunal, pues se insta de manera totalmente ociosa y sin sustancia jurídica a esta autoridad federal. [13:  De rubro “FRIVOLIDAD CONSTATADA AL EXAMINAR EL FONDO DE UN MEDIO DE IMPUGNACIÓN. PUEDE DAR LUGAR A UNA SANCIÓN AL PROMOVENTE”, visible en la Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Suplemento 6, Año 2003, páginas 34 a 36, y consultable en la página de internet https://sicje.te.gob.mx/IUSE/#/] 


Por ello estima que lo conducente es desechar el actual medio de impugnación o determinar la inoperancia absoluta de los conceptos de violación.

A consideración de esta Sala, debe desestimarse dicha causal de improcedencia.

Lo anterior, porque para que una demanda sea considerada como frívola, es necesario que resulte notorio el propósito de la parte actora de promoverla sin existir motivo o fundamento para ello, o bien, que aquel no pueda alcanzar su objeto, es decir, que sea totalmente inconsistente, insubstancial, intrascendente o se reduzca a cuestiones banales. 

Por ello, para desechar la demanda por esa causa, es necesario que la frivolidad sea evidente y notoria de su sola lectura.

En el caso, en el escrito de demanda se señala con claridad la resolución reclamada, la pretensión y se exponen los agravios que, en concepto del promovente le causa la sentencia que combate; entre otras cuestiones, por vulneración a la seguridad jurídica, indebida motivación y fundamentación, así como incorrecta valoración probatoria.

Por ende, con independencia de que le asista o no la razón en sus pretensiones, lo cierto es que ello tendría que dilucidarse en el análisis de fondo que se realice respecto a la controversia. 

En consecuencia, no se actualiza la frivolidad aducida por el compareciente.

De igual manera, la solicitud de que se decrete la inoperancia de la totalidad de los disensos, corresponde al análisis que deberá realizarse en el fondo del asunto. 

CUARTA. REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD. 

El juicio general reúne los requisitos de procedencia previstos en la legislación aplicable, conforme a lo siguiente:

a) Forma. La demanda se presentó por escrito, se hace constar la firma autógrafa de quien comparece, la identificación de la sentencia impugnada, la autoridad que la emitió, la narración de los hechos que dieron origen a la controversia, así como los agravios que estimó pertinentes.

b) Oportunidad. La demanda se presentó dentro del plazo legal de cuatro días hábiles[footnoteRef:14], contados a partir de la fecha en que fue notificada la sentencia controvertida, esto es, a la parte actora le fue notificada el día quince de octubre[footnoteRef:15], por lo que, el plazo legal referido comenzó a correr a partir del siguiente dieciséis de octubre, y feneciendo el veintiuno de octubre siguiente[footnoteRef:16], por lo que, si la demanda fue presentada el propio veintiuno de octubre, es incuestionable que se encuentra dentro del plazo legal referido.  [14:  Ello porque dicho asunto no se encuentra vinculado a un proceso electoral en curso.]  [15:  Al así advertirse de las constancias de notificación que obran a fojas 179 a 181 del Cuaderno Accesorio Único del expediente en que se actúa. ]  [16:  Sin contar el sábado diecisiete ni el domingo dieciocho de octubre, por ser inhábiles.] 


c) Legitimación e interés jurídico. El juicio fue promovido por un ciudadano por su propio derecho, quien fue parte denunciante en el procedimiento sancionador de origen y parte tercera interesada en el recurso de apelación local, además de así reconocerlo la responsable en su informe circunstanciado[footnoteRef:17]; asimismo aduce una afectación directa derivada de la resolución impugnada, circunstancia suficiente para tener por acreditada su legitimación e interés jurídico para acudir a esta instancia federal. [17:  Foja 08 del expediente principal SG-JG-72/2026.] 


d) Definitividad. Se cumple este requisito, toda vez que la resolución combatida fue emitida por un tribunal electoral local y no existe medio de impugnación ordinario que deba agotarse previo a promover el presente juicio.

En consecuencia, al encontrarse satisfechos los requisitos de procedencia y no advertirse alguna causal de improcedencia y sobreseimiento, lo conducente es entrar al estudio de fondo de la controversia planteada en el escrito de demanda.

QUINTA. ACTO IMPUGNADO. 

El Tribunal responsable en la sentencia impugnada consideró fundados los agravios planteados por la parte recurrente y revocó la resolución de la queja del procedimiento ordinario sancionador, destacadamente al considerar que quedó demostrada la violación al artículo 16, párrafo primero de la Constitución Federal, por la indebida fundamentación y motivación del Instituto Electoral local, en cuanto a la acreditación de los elementos objetivo y temporal de la infracción consistente en promoción personalizada.

SEXTA. ANÁLISIS DE FONDO. 

El análisis de los agravios será realizado, señalando en primer término la síntesis del disenso, seguida de la respuesta correspondiente, lo anterior a fin de llevar a cabo el estudio de la totalidad de sus argumentos.

Así, los agravios resultan en algunos casos infundados y en otros inoperantes, siendo procedente confirmar la resolución impugnada por las siguientes razones. 

1. Falta de formalidades en el “engrose”. 

Indica, que la emisión del engrose no se realizó dentro de las 48 horas siguientes a la sesión como lo indica su reglamento interior, ni se plasmaron las consideraciones y fundamentación correspondientes, pues de la plataforma youtube se aprecia que a partir del minuto 40:41 de la sesión, se votan en contra los proyectos de la Magistrada Martha Marín García y se leen los puntos resolutivos de ellos, sustituyéndolos por el engrose; sin embargo, debió ser una sentencia completa, no únicamente su sentido; lo que vulnera la seguridad jurídica.

El motivo de reproche se considera infundado; lo anterior, dado que, el artículo 81, inciso g), del Reglamento Interior del Tribunal Estatal Electoral de Nayarit, si bien dispone que “…si un proyecto de magistrado ponente no fuere aceptado por la mayoría, se designará a otro magistrado del mismo tribunal para que, en un término de cuarenta y ocho horas contadas a partir de que concluya la sesión engrose el fallo con las consideraciones y razonamientos jurídicos que correspondan, y se agregará como voto particular el proyecto que no fue aprobado…”, también es que dicho plazo no resulta ser un término obligatorio, en la medida de esperar forzosamente que se cumplan las cuarenta y ocho horas para emitir el engrose. 

De modo que, si la resolución por mayoría, fue emitida en la misma fecha de la sesión en que se hizo la primera propuesta minoritaria, ello no le genera perjuicio a las partes en la intelección de que se cumple con la regla establecida en el reglamento y con el mandato constitucional de impartición de justicia pronta y expedita.
  
2. Omisión de informar el medio de impugnación procedente en caso de inconformidad.

Refiere, le causa agravio que el Tribunal responsable no le hubiera indicado el medio de impugnación que procedía contra la resolución impugnada, siendo aplicable por analogía la Jurisprudencia 2ª/J 56/2002 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: “PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. NO ES NECESARIO AGOTAR EL RECURSO DE REVISIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 83 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, ANTES DE ACUDIR AL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, SI LA RESPONSABLE NO INFORMA DE DICHO RECURSO AL QUEJOSO, EN LOS TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 3o; FRACCIÓN XV, DE ESA LEY”.

El agravio se estima inoperante; ello, porque parte de la premisa falsa[footnoteRef:18] de que aplica la misma norma que al derecho administrativo, particularmente como lo refiere la Jurisprudencia 2ª/J56/2002. [18:  Resulta aplicable de forma ilustrativa la Tesis IV.3o.A.66 A de los Tribunales Colegiados de Circuito, de rubro: “AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN FISCAL. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS INCORRECTAS”, consultable en Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIII, febrero de 2006, página 1769] 


Asimismo, la legislación electoral local aplicable, no señala tal determinación, pues incluso, el artículo 45, de la Ley de Justicia Electoral para el Estado de Nayarit, refiere que las resoluciones que pronuncien tanto el Instituto electoral como el Tribunal electoral locales, tendrán como requisitos los siguientes: 

I. Fecha, lugar y autoridad que la dicta; 
II. El resumen de los hechos o puntos de derecho controvertidos; 
III. El examen y valoración de las pruebas que resulten pertinentes y, en su caso, el análisis de los agravios; 
IV. Los fundamentos jurídicos; 
V. Los puntos resolutivos, y 
VI. El plazo para su cumplimiento, en su caso. 

Pero no se contempla un requisito para estipular el medio de impugnación que deba ser promovido en caso de impugnación del fallo. 

Finalmente, también resulta inoperante en la medida de que presentó su escrito de demanda federal en tiempo y forma, por lo que dicha omisión no le causó impedimento alguno para que presentara su inconformidad. 

3. Falta de exhaustividad. 

Sostiene, que si el Tribunal local consideró que el Instituto local no fue exhaustivo en la argumentación de cómo se actualizaron los elementos temporal y objetivo de la infracción, por la proximidad de la conducta con el proceso electoral y que la sola mención del nombre no actualizó la falta; debió regresar el expediente a dicha autoridad para que motivara debidamente su postura, ya que la responsable se encuentra impedida para asumir jurisdicción.

Se considera infundado; ya que no necesariamente el Tribunal local debía devolver el asunto al Instituto electoral local, para que motivara debidamente sus conclusiones, pues precisamente a la luz de los agravios expuestos en la demanda primigenia, el Tribunal local realizó un estudio de fondo sobre los elementos personal, temporal y objetivo, señalando en su estudio, que no se actualizaban el temporal y el objetivo.

Luego, dicha determinación bastó para que concluyera sobre la inexistencia de la infracción denunciada, y por ende procediera a revocar la resolución impugnada en dicha instancia. 

Sin que lo anterior implique una indebida actuación del Tribunal local al no regresar el expediente a la instancia previa, pues como se explicó, el planteamiento de los agravios en la instancia local, permitía emitir un pronunciamiento de fondo que revocara la totalidad del acto reclamado por cuestiones de fondo y no meramente formales, decretando que no se actualizaba la infracción, por lo que no había necesidad de regresarlo a la autoridad administrativa.[footnoteRef:19]  [19:  En atención a la función que le confiere el artículo 8, de la Ley de Justicia Electoral para el Estado de Nayarit.] 


4. Omisión de desarrollar con mayor claridad el elemento de temporalidad. 

Señala, que hace suyo como concepto de violación el voto concurrente formulado por el Consejero Electoral del Instituto local César Rodríguez García, procediendo a su transcripción literal. 

El motivo de disenso se considera inoperante. Ello, pues de la demanda se advierte una transcripción literal del contenido del voto concurrente realizado por el Consejero local César Rodríguez García, e incluso el actor hace la precisión de que hace suyos los argumentos de dicho voto, como se advierte de la siguiente tabla.

	DEMANDA (JG-72)
	SESIÓN IEEN

	“[…]”
	De conformidad con lo previsto en el artículo 42 párrafo primero y segundo del Reglamento de Sesiones del Consejo Local Electoral del Instituto Estatal de Nayarit, formulo el presente voto concurrente.

	Coincido con el sentido de la resolución, en cuanto declarar existente la infracción atribuida al ciudadano Héctor Javier Santana García, en su carácter de Presidente Municipal de Bahía de Banderas, Nayarit, por la difusión de propaganda gubernamental con elementos de promoción personalizada, en contravención al artículo 134, párrafo octavo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; sin embargo, considero que la motivación de la decisión debió fortalecerse con mayores razonamientos en torno a la temporalidad de la infracción, la vigencia permanente de la prohibición constitucional, así como la finalidad estructural del sistema electoral mexicano de evitar campañas permanentes, desgaste ciudadano y posicionamientos anticipados construidos desde el poder público.
	Coincido con el sentido de la resolución, en cuanto declarar existente la infracción atribuida al ciudadano Héctor Javier Santana García, en su carácter de Presidente Municipal de Bahía de Banderas, Nayarit, por la difusión de propaganda gubernamental con elementos de promoción personalizada, en contravención al artículo 134, párrafo octavo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; sin embargo, considero que la motivación de la decisión debió fortalecerse con mayores razonamientos en torno a la temporalidad de la infracción, la vigencia permanente de la prohibición constitucional, así como la finalidad estructural del sistema electoral mexicano de evitar campañas permanentes, desgaste ciudadano y posicionamientos anticipados construidos desde el poder público.

	Del expediente se desprende que se contrataron y difundieron spots de radio con recursos públicos, en los que no sólo se da cuenta de acciones gubernamentales, sino que además se individualiza, resalta y proyecta la figura personal del servidor público denunciado, mediante el uso expreso de su nombre, la exaltación de su “liderazgo” y la construcción de una narrativa de cercanía con los ciudadanos. Bajo esa lógica, la propaganda deja de conservar un carácter estrictamente institucional, informativo, educativo o de orientación social, y se desplaza hacia un terreno constitucionalmente prohibido: el de la promoción personalizada del funcionario.
	Del expediente se desprende que se contrataron y difundieron spots de radio con recursos públicos, en los que no sólo se da cuenta de acciones gubernamentales, sino que además se individualiza, resalta y proyecta la figura personal del servidor público denunciado, mediante el uso expreso de su nombre, la exaltación de su “liderazgo” y la construcción de una narrativa de cercanía con los ciudadanos. Bajo esa lógica, la propaganda deja de conservar un carácter estrictamente institucional, informativo, educativo o de orientación social, y se desplaza hacia un terreno constitucionalmente prohibido: el de la promoción personalizada del funcionario.

	Lo anterior, es acorde con el texto del artículo 134, que ordena que la propaganda oficial, bajo cualquier modalidad de comunicación social, no incluya nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen promoción personalizada de cualquier servidor público.
	Lo anterior, es acorde con el texto del artículo 134, que ordena que la propaganda oficial, bajo cualquier modalidad de comunicación social, no incluya nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen promoción personalizada de cualquier servidor público.

	No obstante, estimo que la resolución debió desarrollar con mayor claridad que la temporalidad, en asuntos de esta naturaleza, no constituye un presupuesto excluyente de la infracción, sino sólo un dato contextual que, en su caso puede servir para valorar la intencionalidad, los efectos o la gravedad de la conducta. Ello es así porque la prohibición prevista en el artículo 134 constitucional es de observancia permanente.
	No obstante, estimo que la resolución debió desarrollar con mayor claridad que la temporalidad, en asuntos de esta naturaleza, no constituye un presupuesto excluyente de la infracción, sino sólo un dato contextual que, en su caso puede servir para valorar la intencionalidad, los efectos o la gravedad de la conducta. Ello es así porque la prohibición prevista en el artículo 134 constitucional es de observancia permanente.

	En efecto, el propio texto constitucional dispone que las personas servidoras públicas tienen la obligación, en todo tiempo, de aplicar con imparcialidad los recursos públicos bajo su responsabilidad y, correlativamente, que la propaganda gubernamental no puede utilizarse para fines de promoción personalizada. En consecuencia, la antijuridicidad de la conducta no depende de que exista ya un proceso electoral formalmente iniciado, sino de que se empleen recursos, plataformas o medios institucionales para colocar a un servidor público en una posición ventajosa de aceptación o simpatía frente a la ciudadanía.
	En efecto, el propio texto constitucional dispone que las personas servidoras públicas tienen la obligación, en todo tiempo, de aplicar con imparcialidad los recursos públicos bajo su responsabilidad y, correlativamente, que la propaganda gubernamental no puede utilizarse para fines de promoción personalizada. En consecuencia, la antijuridicidad de la conducta no depende de que exista ya un proceso electoral formalmente iniciado, sino de que se empleen recursos, plataformas o medios institucionales para colocar a un servidor público en una posición ventajosa de aceptación o simpatía frente a la ciudadanía.

	Desde esta perspectiva, no resulta jurídicamente suficiente sostener que, por encontrarse los hechos fuera de un proceso electoral, la conducta pierde trascendencia constitucional o electoral, por el contrario, la prohibición cobra especial relevancia precisamente en periodos no electorales, pues es en esos espacios cuando puede edificarse, de manera gradual y reiterada, una ventaja política indebida a través de propaganda gubernamental personalizada.
	Desde esta perspectiva, no resulta jurídicamente suficiente sostener que, por encontrarse los hechos fuera de un proceso electoral, la conducta pierde trascendencia constitucional o electoral, por el contrario, la prohibición cobra especial relevancia precisamente en periodos no electorales, pues es en esos espacios cuando puede edificarse, de manera gradual y reiterada, una ventaja política indebida a través de propaganda gubernamental personalizada.

	La Constitución no prohíbe únicamente la intervención del poder público en campañas ya abiertas; también pretende impedir que las estructuras de gobierno sean utilizadas para fabricar posicionamientos anticipados y generar beneficios políticos antes del arranque formal de la competencia.
	La Constitución no prohíbe únicamente la intervención del poder público en campañas ya abiertas; también pretende impedir que las estructuras de gobierno sean utilizadas para fabricar posicionamientos anticipados y generar beneficios políticos antes del arranque formal de la competencia.

	Es relevante atender a la lógica de la reforma político-electoral publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de febrero de 2014, por la cual se modificó, entre otros, el artículo 116 de la Constitución Federal; dicha reforma reorganizó bases del sistema electoral local, buscó homologar parámetros institucionales y previó reglas para que la jornada comicial local se verificara en una fecha común con la federal, dentro de un diseño orientado a racionalizar el calendario electoral y evitar una dinámica de competencia fragmentada y permanente.
	Es relevante atender a la lógica de la reforma político-electoral publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de febrero de 2014, por la cual se modificó, entre otros, el artículo 116 de la Constitución Federal; dicha reforma reorganizó bases del sistema electoral local, buscó homologar parámetros institucionales y previó reglas para que la jornada comicial local se verificara en una fecha común con la federal, dentro de un diseño orientado a racionalizar el calendario electoral y evitar una dinámica de competencia fragmentada y permanente.

	Dentro del proceso legislativo de 2013, en la iniciativa suscrita por los senadores José Rosas Aispuro Torres y Francisco Javier García Cabeza de Vaca, se expresó de manera puntual que “Año con año, sin importar la época, hay alguna contienda electoral en marcha”, y se expuso que la competencia política había desbordado lo estrictamente electoral para prolongarse a etapas poselectorales, con presencia continua en el espacio mediático a través de denuncias, entrevistas, protestas y diversas formas de exposición pública. Así mismo, se sostuvo que homologar las fechas de los comicios locales y federales podía favorecer campañas más propositivas, incrementar la confianza ciudadana y reducir el abstencionismo. Tales consideraciones forman parte del contexto interpretativo del actual diseño constitucional.
	Dentro del proceso legislativo de 2013, en la iniciativa suscrita por los senadores José Rosas Aispuro Torres y Francisco Javier García Cabeza de Vaca, se expresó de manera puntual que “Año con año, sin importar la época, hay alguna contienda electoral en marcha”, y se expuso que la competencia política había desbordado lo estrictamente electoral para prolongarse a etapas poselectorales, con presencia continua en el espacio mediático a través de denuncias, entrevistas, protestas y diversas formas de exposición pública. Así mismo, se sostuvo que homologar las fechas de los comicios locales y federales podía favorecer campañas más propositivas, incrementar la confianza ciudadana y reducir el abstencionismo. Tales consideraciones forman parte del contexto interpretativo del actual diseño constitucional.[footnoteRef:20] [20:  https://www.diputados.gob.mx/sedia/biblio/prog_leg/159_DOF_23may14.pdf] 


	Dichas reflexiones son pertinentes para el caso porque revelan una finalidad constitucional más amplia, que es evitar que la ciudadanía quede sometida a un estado permanente de propaganda político-electoral, con el consiguiente desgaste cívico, hartazgo social y debilitamiento de la legitimidad democrática. El Constituyente Permanente y el legislador de la reforma buscaron atenuar la reiteración constante de contiendas y mensajes político-electorales.
	Dichas reflexiones son pertinentes para el caso porque revelan una finalidad constitucional más amplia, que es evitar que la ciudadanía quede sometida a un estado permanente de propaganda político-electoral, con el consiguiente desgaste cívico, hartazgo social y debilitamiento de la legitimidad democrática. El Constituyente Permanente y el legislador de la reforma buscaron atenuar la reiteración constante de contiendas y mensajes político-electorales.

	Bajo esa óptica, la interpretación del artículo 134 constitucional no debe reducirse a una lectura estrictamente cronológica o dependiente de la proximidad de la elección, sino entenderse como una barrera constitucional contra la campaña anticipada y permanente desde el ejercicio del poder, pues el uso personalizado de la comunicación institucional no sólo afecta la equidad entre opciones políticas, también erosiona la calidad del debate público, pervierte la finalidad de la propaganda gubernamental y contribuye a una saturación comunicativa contraria al modelo electoral constitucionalmente diseñado.
	Bajo esa óptica, la interpretación del artículo 134 constitucional no debe reducirse a una lectura estrictamente cronológica o dependiente de la proximidad de la elección, sino entenderse como una barrera constitucional contra la campaña anticipada y permanente desde el ejercicio del poder, pues el uso personalizado de la comunicación institucional no sólo afecta la equidad entre opciones políticas, también erosiona la calidad del debate público, pervierte la finalidad de la propaganda gubernamental y contribuye a una saturación comunicativa contraria al modelo electoral constitucionalmente diseñado.

	En el caso concreto, los spots denunciados exceden el marco de una comunicación oficial neutra, el primero no se limita a informar sobre obras o acciones de gobierno, sino que atribuye tales resultados al “liderazgo” del denunciado y asocia la gestión pública con su persona; así mismo, el segundo, emitido con motivo del Día de las Madres, incorpora un mensaje afectivo y personalísimo en voz del Presidente Municipal, con referencias a su condición de hijo, esposo y padre, y culmina con fórmulas de cercanía política y social. Valorados en su integridad y contexto, ambos materiales no se orientan exclusivamente a informar a la ciudadanía, sino a construir identificación personal, crear un recuerdo positivo y aceptación pública respecto del servidor denunciado. Ese “culto a la persona” es incompatible con la exigencia constitucional de neutralidad institucional.  
	En el caso concreto, los spots denunciados exceden el marco de una comunicación oficial neutra, el primero no se limita a informar sobre obras o acciones de gobierno, sino que atribuye tales resultados al “liderazgo” del denunciado y asocia la gestión pública con su persona; así mismo, el segundo, emitido con motivo del Día de las Madres, incorpora un mensaje afectivo y personalísimo en voz del Presidente Municipal, con referencias a su condición de hijo, esposo y padre, y culmina con fórmulas de cercanía política y social. Valorados en su integridad y contexto, ambos materiales no se orientan exclusivamente a informar a la ciudadanía, sino a construir identificación personal, crear un recuerdo positivo y aceptación pública respecto del servidor denunciado. Ese “culto a la persona” es incompatible con la exigencia constitucional de neutralidad institucional.  

	Considero, que el proyecto debió ser más enfático en que el riesgo constitucional no radica sólo en la posibilidad de influir en una elección ya convocada, sino en la acumulación progresiva de ventajas simbólicas derivadas de la exposición reiterada de una figura pública mediante recursos que están bajo su administración.
	Considero, que el proyecto debió ser más enfático en que el riesgo constitucional no radica sólo en la posibilidad de influir en una elección ya convocada, sino en la acumulación progresiva de ventajas simbólicas derivadas de la exposición reiterada de una figura pública mediante recursos que están bajo su administración.

	La distancia temporal respecto del proceso electoral 2027 no exculpa ni exime la conducta, antes bien pone de relieve la utilidad del artículo 134 como mecanismo de contención frente a estrategias de indebido posicionamiento. Admitir lo contrario implicaría tolerar que, en los intervalos entre procesos, la comunicación gubernamental se convierta en un canal de promoción personal continua, con el consecuente desgaste de la ciudadanía y la distorsión de la futura competencia electoral.
	La distancia temporal respecto del proceso electoral 2027 no exculpa ni exime la conducta, antes bien pone de relieve la utilidad del artículo 134 como mecanismo de contención frente a estrategias de indebido posicionamiento. Admitir lo contrario implicaría tolerar que, en los intervalos entre procesos, la comunicación gubernamental se convierta en un canal de promoción personal continua, con el consecuente desgaste de la ciudadanía y la distorsión de la futura competencia electoral.

	En suma, acompaño la determinación de declarar existente la infracción e imponer la sanción correspondiente, sin embargo, estimo que la resolución debió robustecer su motivación para dejar evidente que la prohibición del artículo 134 constitucional no es temporal, y que en atención al método interpretativo teleológico, la reforma político-electoral de 2014 tuvo como una de sus finalidades, evitar la exposición política incesante de la ciudadanía y evitar el desgaste de nuestro modelo democrático.
	En suma, acompaño la determinación de declarar existente la infracción e imponer la sanción correspondiente, sin embargo, estimo que la resolución debió robustecer su motivación para dejar evidente que la prohibición del artículo 134 constitucional no es temporal, y que en atención al método interpretativo teleológico, la reforma político-electoral de 2014 tuvo como una de sus finalidades, evitar la exposición política incesante de la ciudadanía y evitar el desgaste de nuestro modelo democrático.

	“[…]”
	


 
Sin embargo, ha sido criterio de esta Sala que, en la promoción de los juicios y recursos previstos en tal ordenamiento electoral, se exige la mención expresa y clara de los hechos en que se basa su impugnación, los agravios que cause el acto o resolución impugnado y los preceptos presuntamente violados. 

Por tanto, los agravios en los medios de impugnación deben confrontar todas y cada una de las consideraciones esenciales que llevaron a asumir las decisiones en el acto o resolución que se combate, lo cual obliga a que el enjuiciante exponga hechos y motivos de inconformidad propios, que estime le lesionan en el ámbito de sus derechos y obligaciones, para que el órgano resolutor realice la confrontación de agravios y consideraciones del acto o resolución impugnada. 

De modo que, la mera referencia de estimar como suyos argumentos expuestos por un magistrado disidente, o en este caso Consejero Electoral, a través del voto concurrente, propiciaría la promoción de medios de impugnación con consideraciones ajenas al promovente y carentes de materia controversial.

De ahí que se torne inoperante su motivo de reproche.[footnoteRef:21]  [21:  Cobra aplicación a lo anterior la Jurisprudencia 23/2016, de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, de rubro: “VOTO PARTICULAR. RESULTA INOPERANTE LA MERA REFERENCIA DEL ACTOR DE QUE SE TENGA COMO EXPRESIÓN DE AGRAVIOS”, consultable en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 9, Número 18, 2016, páginas 48 y 49.] 


5. Indebida motivación en el estudio de la infracción.

Indica que el estudio de la irregularidad imputada resultó deficiente, pues, por una parte, la responsable combinó la “propaganda gubernamental” con la “promoción personalizada”, cuando son diferentes. 

Asimismo, que resultó erróneo el análisis del elemento objetivo, pues se centró en que la sola mención del nombre del denunciado en la propaganda, no actualizaba la falta por sí sola, pues no se acreditaron los elementos objetivo y material. 

Además, no tomó en cuenta que uno de los spots denunciados contenía expresiones que encaminaban a exaltar las cualidades personales del denunciado, sus logros, acciones atribuidas a su persona, su trayectoria y posición de su imagen identificada con MORENA frente a la ciudadanía.

El motivo de reproche resulta inoperante, toda vez que sus manifestaciones son genéricas, vagas e imprecisas.[footnoteRef:22] [22:  Cobra aplicación a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia I.4o.A. J/48, de los Tribunales Colegiados de Circuito, de rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. SON INOPERANTES CUANDO LOS ARGUMENTOS EXPUESTOS POR EL QUEJOSO O EL RECURRENTE SON AMBIGUOS Y SUPERFICIALES”, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXV, enero de 2007, página 2121.] 


Ello, pues en sus argumentos solo hace referencia a que uno de los spots denunciados sí contenía expresiones que exaltaban las cualidades personales del denunciado, sus logros, su trayectoria y su vinculación con MORENA; sin que ello se hubiere tomado en cuenta; pero no menciona de manera pormenorizada cuál spot es el que a su decir no fue valorado debidamente, ni dio detalles de su localización, por lo que tal argumento resulta genérico. 

Mismo sentido para la afirmación de que fue erróneo el análisis al elemento objetivo, pues tampoco señala a su decir porque debía ser abordado de una forma diferente. 

Finalmente, respecto a que “combina” lo que es propaganda gubernamental y promoción personalizada, cuestiones que son distintas entre sí, tampoco hay una argumentación que avale su postura respecto a la supuesta “combinación indebida”, ya que no aterriza la idea de que son conceptos distintos y cuál fue su uso indebido.    

6. Falta de pronunciamiento respecto a spots transmitidos en diversos municipios.

Señala que el Tribunal local debía determinar si con la transmisión de los spots en los municipios de Acaponeta, Compostela, Del Nayar, Rosamorada, Ruiz, San Blas, San Pedro Lagunillas, Santa María del Oro, Santiago Ixcuintla, Tecuala, Tepic, Tuxpan y Xalisco -diferentes al ámbito territorial para el que fue elegido el denunciado (Bahía de Banderas)-, valorados conjuntamente con el resto de los hechos, tenían aptitud de generar identificación, reconocimiento o posicionamiento político frente a la ciudadanía, e incidir en los principios de neutralidad, imparcialidad y equidad; sin embargo, no lo hizo, dejando sin respuesta una cuestión relevante para revocar la resolución del Instituto local.

El agravio se considera inoperante. Lo anterior, porque de la revisión al fallo impugnado, se aprecia que los motivos de reproche que se hicieron valer en la instancia primigenia versaron sobre las temáticas siguientes: 

· Indebida valoración de los spots.
· Indebida valoración del contexto. 
· Indebida valoración del elemento temporal.
· Indebida motivación y violación a los principios de legalidad y tipicidad al no acreditarse todos los elementos de la falta.
· Indebida motivación ante la falta de los elementos objetivos y personal, de la prueba, del nexo causal y violación a la presunción de inocencia. 
· Indebida motivación y atipicidad al concluir la actualización del artículo 221, fracción III, de la Ley Electoral. 
· Violación al principio de legalidad porque en la fe de hechos se asentaron cuestiones técnicas. 
· Indebida fundamentación y motivación, así como falta de exhaustividad, al no indicar los elementos que sostienen la falta, la responsabilidad, y la violación del principio de imparcialidad. 
· Indebida motivación y violación a los principios de legalidad, defensa adecuada, contradicción e imparcialidad en la práctica de la fe de hechos. 
· Violación al principio de legalidad porque la fe de hechos no es un medio admisible. 
· Incompetencia de la autoridad responsable para imponer sanción. 
· Indebida fundamentación y motivación de la multa. 

En ese sentido, lo relativo a que los spots fueron transmitidos en otras municipalidades de Nayarit, distintas a donde es Presidente Municipal la parte denunciada, no pudieron ser objeto de revisión por parte del Tribunal responsable, ya que no fueron materia de agravio de la demanda primigenia. 

Así, no había obligación por parte del órgano responsable de pronunciarse respecto a ese tema si no fue parte de los planteamientos de la demanda que revisó.

7. Indebida interpretación del elemento temporal.

Estima, que la interpretación realizada por el Tribunal local al artículo 134 Constitucional resulta vacía, pues la proximidad del proceso electoral para descartar la promoción personalizada por considerar que los hechos ocurrieron lejos del mismo, es incongruente con los principios de imparcialidad y neutralidad que tienen vigencia permanente y no dependen de la existencia de unos comicios en curso; es decir, se condicionó ilegalmente la infracción denunciada a la proximidad del proceso, cuando el artículo 134 la prohíbe al referir “en ningún caso” (prohibición absoluta y atemporal).

Indicando que la responsable no analizó la conducta atendiendo a los criterios contextuales de proximidad al proceso electoral y la sistematicidad, para evidenciar o presumir la intencionalidad y el efecto de un mensaje, siendo que su actualización depende de la valoración conjunta de los hechos denunciados y el contexto en que ocurren.

El motivo de reproche se considera infundado. Lo anterior es así, porque tal y como lo refiere la Jurisprudencia 12/2015, de rubro “PROPAGANDA PERSONALIZADA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. ELEMENTOS PARA IDENTIFICARLA”,[footnoteRef:23] los hechos denunciados fuera de un proceso electoral sí deben ser valorados conforme a su proximidad con el proceso electoral.  [23:  Consultable en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 8, Número 16, 2015, páginas 28 y 29.] 


Lo cual atiende a que los órganos jurisdiccionales deben emitir un argumento en el cual expresen detalladamente las razones por las que considerarían si la propaganda denunciada podría tener impacto o injerencia en el próximo proceso electoral debido a su proximidad, o si ello no es así. 

En el caso en estudio, se aprecia que el Tribunal local refirió que no se acreditaba el elemento temporal, para acreditar su influencia en el próximo proceso electoral 2027, ya que la propaganda denunciada se realizó del 3 al 28 de marzo (spot relativo a obras públicas) y el 12 y 31 de mayo (spot relativo al día de las madres), todos del año 2025; mientras que el inicio del proceso electoral ordinario sería en enero de 2027. 

Es decir, existe alrededor de un año nueve meses de distanciamiento con el spot relativo a obras públicas, y un año siete meses respecto del spot del día de las madres, para referir que tienen influencia en el próximo proceso electoral; por ende, determinó que no se acreditaba el elemento temporal a fin de demostrar que la propaganda denunciada se trataba de promoción personalizada.

Razonamientos con los que esta Sala coincide plenamente, pues es necesario demostrar que la proximidad al proceso es relativamente estrecha para inferir que la propaganda puede llegar a tener cierto impacto o influencia en el electorado en favor de determinado funcionario. 

Por otra parte, el agravio también es infundado, respecto de la interpretación al artículo 134 de la Constitución federal, particularmente de la expresión “en ningún caso”; pues el propio numeral, en la parte que interesa refiere lo siguiente: 

“…la propaganda, bajo cualquier modalidad de comunicación social, que difundan como tales, los poderes públicos, los órganos autónomos, las dependencias y entidades de la administración pública y cualquier otro ente de los tres órdenes de gobierno, deberá tener carácter institucional y fines informativos, educativos o de orientación social. En ningún caso esta propaganda incluirá nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen promoción personalizada de cualquier servidor público…”

Es decir, la prohibición se refiere al contenido de la propaganda, la cual no deberá incluir promoción personalizada del servidor público, mas no hace alusión al tiempo de su colocación. 

La interpretación que alude el actor en su demanda respecto de la prohibición, es atemporal; pero de la lectura integral del precepto, se advierte claramente que esta refiere al contenido de la propaganda sin hacer distinción de tiempo alguno, lo que queda al arbitrio del legislador federal a través de leyes secundarias, por ende, no es factible atribuir la interpretación que reclama. De ahí lo infundado del disenso.     
 
8. Indebida revocación por la terminología “lisa y llana”.

Plantea que la legislación de justicia electoral de Nayarit únicamente permite confirmar, modificar o revocar el acto impugnado, pero no de forma “lisa y llana”, por lo que las magistraturas excedieron sus facultades, al no estar prevista esa figura en materia electoral.

El agravio se considera inoperante, ya que la delimitación “lisa y llana” en realidad no le genera mayor perjuicio derivado de que, el sentido del fallo radicó en una revocación total del acto impugnado en dicha instancia local.

Es decir, la sentencia aterrizó su razonamiento para dejar claro que el efecto era la revocación total de la determinación del Instituto, y no para determinados efectos, o alguna otra circunstancia con la finalidad de volviera a analizar el asunto; sin que esto le genere lesión alguna, pues finalmente, esa instancia revisora emitió un pronunciamiento de fondo que dio por concluido el asunto.

Por lo que la terminología “lisa y llana” empleada, en realidad no trasciende al sentido de revocar el acto reclamado.

Así, dado que los agravios expuestos resultaron infundados en unos casos e inoperantes en otros, esta Sala;

R E S U E L V E:

ÚNICO. Se confirma la resolución impugnada.

Notifíquese en términos de ley.

En su caso, devuélvanse las constancias atinentes previa copia digitalizada que se deje en su lugar en un dispositivo de almacenamiento de datos y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto total y definitivamente concluido.

Así lo resolvieron por mayoría de votos, la Magistrada Presidenta Rebeca Barrera Amador y la Secretaria General de Acuerdos en funciones de Magistrada Mayra Fabiola Bojórquez González, con el voto en contra del Magistrado Sergio Arturo Guerrero Olvera -quien emite voto particular- integrantes de la Sala Regional Guadalajara del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, ante el Secretario General de Acuerdos por Ministerio de Ley Francisco Núñez Olachea, quien certifica la votación obtenida, así como da fe que la presente resolución se firma de manera electrónica.

VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL MAGISTRADO ELECTORAL SERGIO ARTURO GUERRERO OLVERA EN EL JUICIO GENERAL SG-JG-72/2026. 

Con fundamento en los artículos 261 y 267, fracciones I y V, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y 48 del Reglamento Interno del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, respetuosamente, formulo VOTO PARTICULAR.

Con el debido respeto, aunque comparto las consideraciones relativas a la calificación de infundados e inoperantes de los agravios sobre la supuesta falta de formalidades en la elaboración del engrose, de que el tribunal local precisará el medio de impugnación procedente contra su resolución y sobre la supuesta omisión de devolver el asunto al instituto electoral para que dictara una nueva determinación.  

Me aparto de lo que consideró la mayoría respecto de la no actualización de los elementos objetivo y temporal que constituyen la promoción personalizada a que refieren los agravios cuarto, quinto y séptimo, por lo que, considero que la resolución impugnada debe revocarse y confirmar la del instituto electoral.

I. POSTURA DE LA MAYORÍA

En la sentencia aprobada por la mayoría se califica como infundados e inoperantes los agravios en que se cuestiona la actualización de los elementos objetivo y temporal que la jurisprudencia de la Sala Superior de este tribunal 12/2015[footnoteRef:24] obliga a estudiar ante supuestos actos de promoción personalizada.  [24:  De rubro: PROPAGANDA PERSONALIZADA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. ELEMENTOS PARA IDENTIFICARLA.] 


En su quinto agravio el actor sostuvo que el tribunal local realizó una indebida valoración del elemento objetivo de la promoción personalizada pues, omitió analizar que uno de los spots denunciados contenía expresiones dirigidas a exaltar las cualidades personales, logros trayectoria y vinculación política del denunciado con Morena, lo que generaba un posicionamiento favorable ante la ciudadanía.

No obstante, la mayoría lo declaró inoperante, al considerar que se trata de un argumento genérico, vago e impreciso, pues el actor omitió identificar con cuál de los promocionales denunciados sí se actualizaba este elemento. 

Así mismo, en sus agravios cuarto y séptimo el actor afirma que, no obstante que el artículo 134 Constitucional prevé una prohibición absoluta y atemporal para cometer promoción personalizada, el tribunal local inadecuadamente condicionó su existencia a la proximidad del proceso electoral, siendo que, la proximidad con éste únicamente constituye un elemento contextual para valorar la conducta. Criterio con el que la mayoría de este Pleno coincide, pues en el caso los spots denunciados se difundieron durante dos mil veinticinco, mientras que el proceso electoral inicia en dos mil veintisiete, por lo que, la infracción es inexistente. 

II. RAZONES DEL DISENSO

En primer término, difiero de lo sostenido por la mayoría en relación a la no actualización del elemento objetivo y temporal de la promoción personalizada, porque, aunque el instituto electoral no aplicó explícitamente lo previsto en la jurisprudencia 12/2015, sí lo hizo implícitamente.

Esto es, el instituto electoral al establecer que se identificaba el nombre del presidente municipal en los spots, tuvo por actualizado el elemento personal, lo mismo respecto del elemento objetivo, pues adecuadamente evidenció que en uno de los dos spots denunciados el denunciado se apropiaba de la realización de obras públicas, aunado a ello, analizó que los spots fueron trasmitidos en marzo y mayo de 2025 en diversos municipios del Estado, no sólo en el que gobierna, lo que lo posicionaba indebidamente y con lo que, desde mi perspectiva se analizó el elemento temporal de la infracción. 

Desde mi perspectiva, la decisión de la mayoría contraría lo previsto en el artículo 134 Constitucional y la jurisprudencia de la Sala Superior 12/2015, pues el primero de éstos obliga a las personas servidoras públicas en todo momento a aplicar con imparcialidad los recursos públicos a su cargo, sin influir en la equidad de la contienda y prohíbe la propaganda con nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen promoción personalizada.  

Por lo que, en mí concepto, la promoción personalizada atribuida a un servidor público, como en el caso, no depende de que un proceso electoral esté en curso, pues lo que pretende está prohibición es evitar el uso imparcial de los recursos públicos de los éstos son responsables.  

Aunado a ello, de acuerdo con la citada jurisprudencia la proximidad con un proceso electoral únicamente configura una presunción de que la propaganda que está viciada de promoción personalizada incide en la equidad de la contienda, por lo que, tampoco hace depender la existencia de la infracción de un proceso electoral en curso.

En ese sentido, el que un proceso electivo esté transcurriendo no es el único elemento a estudiar cuando se trata de promoción personalizada ni es determinante para su existencia, pues se trata de un elemento contextual que debe ser tomado en consideración para la valorar la falta. 

Entonces, de dicha jurisprudencia, se advierte que la presunción de incidencia en la contienda electoral y el análisis de proximidad son dos mecanismos distintos que deben aplicarse en supuestos distintos. Es decir, si los hechos ocurren dentro del proceso, opera la presunción. En cambio, si ocurren fuera, no opera la presunción, pero la jurisprudencia no ordena descartar el elemento, sino estudiarlo con un método diferente.

Esta postura tampoco obliga a estudiar cualquier hecho con independencia de su lejanía con un proceso electoral, sino que la distancia cronológica no es, por sí sola, razón suficiente para excluir el análisis de proximidad.

Además, dicho estudio no genera una carga adicional a la autoridad, ya que parte del mismo contenido de la propaganda que debe analizarse para el elemento objetivo. 

Por las razones expuestas, considero que la resolución impugnada debió revocarse y, en consecuencia, confirmar la del instituto electoral. 

Por lo expuesto y fundado, emito el presente VOTO PARTICULAR.

SERGIO ARTURO GUERRERO OLVERA
MAGISTRADO ELECTORAL

Se hace del conocimiento a las partes y personas interesadas que la presente sentencia se puede consultar en: 
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